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			Explicación preliminar

			Este IV tomo del Curso de Derecho Procesal Civil presenta un estudio de los actos procesales y sus efectos. Su objetivo es facilitar a los estudiantes de Derecho una visión de conjunto de varias instituciones procesales.

			La exposición toma como base los actos procesales, examinando sus requisitos y el régimen general de las ineficacias jurídicas que les afectan, como la inexistencia, la inadmisibilidad, la nulidad, la caducidad, la preclusión y la inoponibilidad.

			

			Un capítulo separado se asigna a las resoluciones judiciales, cuya relevancia como acto procesal no requiere mayor justificación.

			Coherente con lo anterior, se estudia la cosa juzgada y la prejudicialidad, como efectos relevantes de las resoluciones judiciales.

			La idea de incluir un estudio de la prejudicialidad en el proceso civil chileno se explica por la aceptación de esta institución en nuestra doctrina y jurisprudencia. Para su desarrollo se utilizan los criterios que están aceptados en nuestro sistema jurídico, donde, según el grado de obligatoriedad o discrecionalidad en la competencia asignada al mismo juez u otro que debe pronunciarse, se diferencia entre cuestiones prejudiciales relativas y absolutas; cuestiones prejudiciales devolutivas y no devolutivas; cuestiones prejudiciales civiles y penales. Dentro del estudio se incluye la denominada prejudicialidad administrativa, a través de la cual se intenta explicar una serie de vínculos jurídicos, donde resoluciones emanadas de órganos administrativos repercuten en la decisión de procesos civiles conforme al derecho chileno.

			Desde que este cuarto tomo del Curso de Derecho Procesal Civil se publicó por primera vez, en 2017, han transcurrido varios años. El objetivo general de la obra sigue siendo el mismo: contar con una exposición que permita explicar las instituciones clásicas del proceso civil. Sus destinatarios naturales siguen siendo los estudiantes de Derecho.

			De igual forma, se han introducido en esta nueva edición algunos desarrollos que no están en el texto anterior, que se explican por el carácter dinámico que tiene el derecho procesal, como los matices que se han debido realizar a apropósito de la cosa juzgada en materia de jurisdicción voluntaria o con una explicación de los contratos procesales.

			Debo manifestar mi permanente gratitud a los alumnos y exalumnos de la Facultad de Derecho de la Universidad de los Andes, que, con sus comentarios en las clases activas de derecho procesal, me han permitido concluir con este material.

			De igual forma, agradezco las palabras de aliento de los profesores Orlando Poblete Iturrate, Maite Aguirrezábal Grünstein, Jaime Arancibia Mattar, José Ignacio Martínez Estay, Alfredo Sierra Herrero, Rodrigo Hoyl Moreno, Eduardo Godoy Hales y, de un modo particular, a Ana Luisa y nuestros hijos, Ignacio, Anita, Tere, Juan Pablo, María Pilar y José Joaquín, por su cariño y apoyo.

			Agradezco a Ediciones UC la calurosa acogida para presentar esta segunda edición.

			Santiago, 19 de marzo de 2025.

		

		

	
		

		
			Capítulo I

			Los hechos y los actos procesales

			1. Hechos y actos procesales

			El estudio de los hechos y actos jurídicos es un tema clásico en el análisis dogmático del derecho. A través de esta distinción, se intenta explicar, siguiendo el esquema conceptual desarrollado por el derecho civil sobre el acto o negocio jurídico, el contenido de una serie de instituciones1. Sin embargo, la circunstancia de que en esto coincidan algunas categorías generales relativas a los requisitos de existencia, validez y a las formas de ineficacia de los actos o negocios jurídicos, no justifica que las soluciones obtenidas en el derecho civil sean necesariamente extrapolables a los problemas procesales2.

			Es innegable que el proceso puede ser examinado como un conjunto de hechos y actos jurídicos que se ejecutan dentro de una relación dinámica, en la que se ejercen derechos subjetivos, se cumplen deberes y se observan cargas jurídicas para conseguir un determinado fin.

			En general, hecho jurídico es todo suceso de la naturaleza o acontecimiento de la vida que produce consecuencias en el proceso, como la muerte, la enfermedad, un terremoto y una inundación, entre tantos otros. Cuando acontece alguno de estos eventos, dentro o fuera del proceso, se pueden generar una serie de consecuencias, en la medida en que tengan algún nexo con las personas vinculadas por la relación procesal.

			A modo ilustrativo, la ley regula varios hechos cuyos efectos se producen en el proceso. Uno de drásticas consecuencias es la muerte, cuyo acaecimiento podría justificar una petición de sucesión procesal o cambio de parte en un proceso ya iniciado3; también la muerte se considera una causal de suspensión de la vista de la causa cuando fallece el abogado patrocinante, el procurador o un pariente de estos apoderados (art. 165 N.º 3 y 4 CPC). La enfermedad del juez que participó de la vista de la causa ante un tribunal colegiado, antes de lograr el acuerdo, es un hecho jurídico que puede llevar a una nueva vista (art. 78 COT). A su vez, la intervención de factores climáticos puede justificar la petición de medidas de anticipación de prueba (art. 281 CPC); los actos de fuerza mayor, en cuanto hayan impedido ejercer un derecho a una de las partes de la relación procesal, pueden ser motivo para impetrar una nulidad procesal (art. 79 CPC); y el embarazo, que, como hecho de la naturaleza, puede justificar una excepción al deber de comparecencia a declarar como testigo a un tribunal (art. 361 N.º 4 CPC).

			El acto jurídico procesal, en cambio, es una declaración de voluntad que crea, modifica o extingue derechos procesales o sustanciales en el proceso.

			Aunque el CPC no use esta terminología, ello no ha sido obstáculo para que se los reconozca en la jurisprudencia, tal como consta, entre otras, en la sentencia de la Corte Suprema, de 4 de mayo de 1990, en la que se señala: “[…] el acto jurídico procesal se define generalmente como aquel acto jurídico cuyos efectos se producen en el proceso. Estos actos pueden ser realizados por el tribunal o por sus auxiliares, por las partes y excepcionalmente por terceros”4. En igual sentido, la Corte de Apelaciones de Concepción, en fallo de 15 de marzo de 1993, utilizó esta categoría científica señalando que “[…] el proceso está formado por una sucesión de actos tendientes a un fin y que por pertenecer precisamente al proceso y de ejercitar un efecto jurídico directo e inmediato sobre la relación procesal, en cuanto lo constituyen, lo desarrollan o lo concluyen, toman el nombre de actos jurídicos procesales”5.

			

			2. ClasificaciÓn de los actos procesales

			Los actos procesales se pueden clasificar según los sujetos que los ejecutan, según su contenido, su forma, su registro y su licitud.

			2.1. Según los sujetos que los ejecutan

			El acto procesal puede provenir del juez, de las partes y de terceros.

			Los jueces cumplen una función preponderante en el desenvolvimiento de la relación procesal. Normalmente, su actividad se materializa en una diversidad de actos consistentes en resoluciones judiciales o en actuaciones procesales, como comparendos, audiencias, inspecciones personales, entre otras.

			En el caso de las partes, su actividad se encamina a obtener una resolución favorable a su posición jurídica. Lo anterior comprende desde las alegaciones de hecho y de derecho, la aportación de prueba y la presentación de las conclusiones sobre los hechos acreditados en el proceso, hasta la actividad de impugnación de las resoluciones o actuaciones, por señalar las más recurrentes.

			Los terceros comprenden una variedad de sujetos que participan en la relación procesal de diversas maneras, tales como defendiendo sus derechos como interviniente o tercerista en un proceso pendiente, compareciendo como testigo, emitiendo informes en calidad de perito, ejecutando algún acto en calidad de auxiliar de la administración de justicia (en sentido amplio), entre otras.

			2.2. Según su contenido

			Considerando su contenido, es posible distinguir:

			a)	Actos procesales de conocimiento, de decisión y de ejecución. Esta triple actividad conforma en nuestro sistema la actuación de la jurisdicción (arts. 76 CPR y 1º COT). Ella se realiza por los jueces ordinarios, especiales y arbitrales que conforman en órgano jurisdiccional y que, según su composición, actúan de manera unipersonal o como tribunales colegiados (art. 5º COT)6. Conforme al artículo 76 de la Constitución, “la facultad de conocer de las causas civiles, de resolverlas y de hacer ejecutar lo juzgado, pertenece exclusivamente a los tribunales establecidos por la ley”. A través de esta actuación se logra la aplicación de una pena (jurisdicción penal), se solucionan conflictos intersubjetivos (jurisdicción civil), se controla la actividad de los órganos del Estado (jurisdicción administrativa), se controla la juridicidad de las normas del ordenamiento jurídico (jurisdicción constitucional), se resuelven conflictos laborales (jurisdicción laboral), se hace respetar el derecho internacional por los Estados (jurisdicción internacional), etcétera.

			b)	Actos procesales de relación de antecedentes. Se trata de una actividad intelectual realizada por el relator para que la sala o el pleno de un tribunal colegiado conozcan de los asuntos que deben resolver en cuenta o mediante el trámite formal de la vista de la causa (arts. 66, 69 y 372 al 378 COT y 222 CPC)7.

			c)	Actos procesales consistentes en manifestaciones de pensamiento, que pueden ser materializados en escritos judiciales o a través de las peticiones verbales formuladas en audiencias o en los alegatos realizados en la vista de la causa (arts. 30 a 33, 163, 164, 165, 223, 224, 225, 226 y 227 y 805 CPC).

			d)	Actos procesales consistentes en operaciones físicas o simbólicas, como la inspección personal del tribunal, el embargo de bienes (arts. 403 y 450 CPC) o la presentación de escritos en soporte material o digital.

			e)	Actos procesales de comunicación, como la notificación de las resoluciones judiciales que, según el caso, realiza el secretario, el receptor u otro funcionario habilitado por la ley (arts. 379 y 380 N.º 3, y 390 del COT).

			f)	Actos procesales de emisión de dictámenes. La palabra dictamen se define como una “opinión y juicio que se forma o emite sobre algo” (RAE). En el proceso civil, la ley reconoce potestad dictaminadora a varios sujetos y para diversos fines, como acontece con las competencias atribuidas a los fiscales judiciales y a los defensores públicos (arts. 350 al 371 COT).

			g)	Actos de custodia y formación del proceso, como los que deben cumplir el secretario o administrador del tribunal y, en su caso, el archivero judicial (arts. 29 al 38 CPC, 379 al 389 G, 453 al 456 COT) en ejercicio de sus cargos.

			h)	Actos procesales de prueba para acreditar la existencia de hechos con relevancia jurídica en un proceso contencioso o de jurisdicción voluntaria. Esta actividad comprende desde la selección de los medios de prueba, su ofrecimiento, la presentación en la etapa pertinente, su ponderación por el juez conforme al sistema aplicable (prueba legal, sana crítica, en conciencia, entre otros), hasta la impugnación de la misma por su impertinencia, ilegalidad, ilicitud o caducidad.

			i)	Actos procesales de fe pública para otorgar a un acto o actuación un grado de certeza o verosimilitud, según la competencia asignada a ministros de fe, como secretarios judiciales, administradores de tribunales, receptores, notarios, archiveros, funcionarios o empleados de un tribunal, entre otros. La fe pública se materializa normalmente en certificaciones de hechos, confección de instrumentos públicos u oficiales, autorizaciones de firmas, inscripciones en sistemas registrales, otorgamiento de copias de los mismos, protocolizaciones (art. 415 COT), por señalar las más típicas de esta actividad.

			

			j)	Actos procesales de reconocimiento o de admisión de hechos. Estos pueden ejecutarse para constituir un medio de prueba judicial o extrajudicial, como acontece con la confesión (arts. 313, 398 y 399 CPC y 1713 CC), y, también, para facilitar el pronunciamiento de una sentencia por el juez, como ocurre con el allanamiento, esto es, la actitud de conformarse con una decisión judicial (al no impugnarla) o con la demanda propuesta por la contraparte (art. 313 CPC).

			k)	Actos de disposición o renuncia de los derechos que conforman el objeto del proceso (como el desistimiento de la demanda, la transacción o la renuncia a la acción) o de derechos o facultades procesales (plazos, recursos, medios de prueba, etc.).

			l)	Actos de representación judicial o de postulación procesal8.

			m)	Actos procesales de traducción o de interpretación (arts. 63 y 347 CPC).

			n)	Actos procesales de publicidad o de registros materiales o electrónicos (arts. 453 CPC y 384 COT).

			ñ)	Actos procesales de homologación o autorización judicial (arts. 400 y 1342 CC).

			o)	Actos procesales consistentes en prestar un juramento o una promesa. El juramento es la afirmación o negación de algo poniendo por testigo a Dios. La promesa, en cambio, es obligarse a decir o dar algo. Estos requerimientos están contemplados como elementos de la actividad probatoria y también para proceder a la investidura de jueces y árbitros (arts. 62, 363, 390, 417 CPC; 299 al 305 y 236 COT).

			p)	Actos procesales de impugnación de resoluciones o de actuaciones judiciales mediante la promoción de incidentes o presentando solicitudes, recursos o acciones.

			q)	Actos procesales de trato protocolar a los jueces y tribunales según su jerarquía. Conforme al artículo 306 del COT, “la Corte Suprema tendrá el tratamiento de Excelencia y las Cortes de Apelaciones el de Señoría Ilustrísima”. “Cada uno de los miembros de estos mismos tribunales y los jueces de letras tendrán tratamiento de Señoría”.

			r)	Actos procesales de legalización o, en su caso, de apostilla de documentos. La apostilla es un certificado emitido por funcionarios competentes para eximir a un documento público del procedimiento de legalización (arts. 345 y 345 bis CPC).

			

			s)	Actos procesales de constitución de cauciones procesales (arts. 6º, 279 y 773 CPC).

			t)	Actos procesales de nombramiento para que ciertos sujetos queden habilitados para realizar alguna actividad jurídicamente relevante, como es el caso de los árbitros, peritos, tasadores, martilleros, interventores, entre otros (arts. 414, 484 CPC).

			u)	Actos procesales de enajenación de bienes o subasta de bienes (art. 485 CPC).

			v)	Actos procesales de jurisdicción voluntaria o de jurisdicción contenciosa (arts. 1º y 817 CPC).

			w)	Actos procesales para obtener el cumplimiento de resoluciones judiciales dictada por tribunales nacionales o extranjeros (arts. 231 a 251 CPC).

			x)	Actos procesales de distribución de causas (art. 176 COT).

			2.3. Según su forma: orales y escritos

			La forma es la apariencia externa que reviste el acto procesal. Ella expresa el modo en que los tribunales se comunican con las personas que participan de la relación procesal, el cual se traduce, esencialmente, en el uso del lenguaje escrito u oral.

			En el CPC la forma predominante es la escrituración, sin perjuicio de algunas manifestaciones de oralidad, como los alegatos, audiencias y comparendos (arts. 223, 262 a 268, 683, 783, CPC). En cambio, la oralidad es la forma preferente para las actuaciones judiciales en los procesos de familia, laboral o penal.

			La justificación para optar por una u otra forma, como suele acontecer en relación con las reglas técnicas, presenta ventajas y desventajas9.

			La oralidad permite organizar procedimientos fundados en la inmediación, concentración y publicidad. A través de la inmediación se logra una cercanía física del juez con las partes; la concentración permite ejecutar, en las audiencias, la actividad procesal pertinente a la etapa que se ejecuta (preparatoria de juicio, de prueba, etc.); con la publicidad de la actividad recién indicada se logra un mayor control en la actividad de los jueces y de las partes, haciendo más cercana la administración de justicia a las personas.

			En lo que respecta a la escrituración, tiene como ventaja lograr una mayor precisión en los temas que se debaten, garantizando una mejor observancia del principio de congruencia procesal. Asimismo, esta forma de los actos concede mayor tiempo al juez y las partes para reflexionar, tomar una decisión y argumentar, sin la premura que impone la inmediatez de la oralidad.

			Sintetiza el valor y función de las formas en el proceso una sentencia de la Corte de Apelaciones de Concepción, de 15 de marzo de 1993, al señalar que “las modalidades del medio de expresión, de la lengua, del tiempo y del lugar en que es puesto en existencia constituyen su forma. Como se ha dicho, ‘ella debe responder ante todo a la necesidad técnica de hacer conseguir al acto su finalidad y de hacerlo llegar al conocimiento de su destinatario’. Las mismas ‘responden a una necesidad de orden, de certeza, de eficiencia y su escrupulosa observancia representa una garantía de regular y leal desarrollo del proceso y de respeto de los derechos de las partes’. De otro lado, sin embargo, es necesario evitar que ellas constituyan un estorbo a la obtención de la finalidad del proceso y, como ha dicho un tratadista, ‘es necesario impedir que la ciega observancia de la forma sofoque la sustancia del derecho’”10.

			Desde otro punto de vista, cualquiera que sea la forma que se adopte para la ejecución de los actos procesales, para la eficacia de los mismos también se debe considerar la concurrencia de otros elementos extrajurídicos, tales como la capacidad de los sujetos para formular enunciados lógicos y coherentes, la buena dicción, la calidad de la audición, la acústica de una sala de audiencia, el correcto manejo del lenguaje corporal, por reseñar los más básicos11.

			2.4. Según su forma de registro: digitales o materiales

			También según su forma de registro, los actos procesales pueden ser tramitados de manera electrónica o mediante la presentación de escritos. La diferencia entre ellos radica en que los primeros se agregan a una carpeta electrónica o virtual, y los segundos, en cambio, a la realidad material denominada como expediente o autos (arts. 26-36 CPC).

			2.5. Según su licitud o ilicitud

			La licitud o ilicitud de un acto procesal supone una calificación de la conformidad o disconformidad con el derecho y, en su caso, con las reglas éticas que son exigibles a los que intervienen en él.

			Contribuyen a realizar este escrutinio la existencia de códigos de ética o de deontología jurídica que fijan mandatos y prohibiciones para un correcto desempeño profesional en el actuar de varios sujetos que participan de la relación procesal, como los jueces, abogados, notarios, árbitros, entre otros12.

			En términos generales, la declaración de ilicitud del acto procesal viene aparejada de una sanción, cuyos efectos y consecuencias dependen del tipo de ineficacia jurídica aplicable al acto irregular. Aunque lo común es que la declaración de ilicitud del acto repercuta total o parcialmente en la relación procesal, también pueden darse casos en donde sus efectos solo queden vinculados al sujeto que es sancionado por su actuación irregular13.

			A su turno, esta distinción de los actos procesales se vincula con el sistema de impugnación que pueden utilizar las partes para solicitar que se enmiende una resolución o acto judicial que les causa un agravio mediante el ejercicio de solicitudes, recursos o acciones. Y también con la potestad disciplinaria que ejercen los jueces para castigar las faltas o abusos que se cometan en las salas de su despacho o en las presentaciones escritas que hagan las partes o sus abogados.

			3. Requisitos de eficacia de los actos procesales

			El acto procesal debe cumplir con una serie de requisitos para producir sus efectos. Estas exigencias normalmente se relacionan con el lugar de su ejecución, el tiempo en que se deben realizar y la forma que se debe cumplir para su práctica (arts. 59-77 CPC).

			Como lo señala la sentencia de Corte Suprema de 4 de mayo de 1990, para que los actos procesales produzcan efectos “es menester que sean eficaces de gestar las consecuencias jurídicas que la ley para cada caso señala y lo serán todas, salvo aquellas a las que la propia norma afecte por una causal de ineficacia que les haga perder su mérito jurídico”14.

			En cuanto al lugar, si se trata de los actos procesales del juez o tribunal, su ejecución está determinada por la sedentariedad y la territorialidad. Conforme con lo anterior, el juez debe ejercer su función en su despacho u oficio, en las horas de funcionamiento del mismo, y debe actuar dentro del territorio jurisdiccional que le asigna la ley (art. 7º COT)15. De un modo excepcional, se pueden realizar actuaciones fuera del despacho del tribunal o en otro territorio jurisdiccional, como acontece con la inspección personal o con ciertas diligencias que la ley permite encomendar a otro juez, como es hacer notificar una demanda o rendir prueba fuera del territorio jurisdiccional (arts. 7º COT, 388 inc. 3º, 371 y 403 inc. 2º CPC).

			La medida de tiempo que considera la ley para la realización o ejecución de un acto procesal puede ser, según el caso, de años, meses, días, horas y segundos. Esto último se da normalmente en las audiencias que tienen como forma la oralidad, donde la falta de ejercicio oportuna del derecho hace precluir tal posibilidad. En la práctica son ejemplos de esta situación la conclusión del alegato sin haber solicitado al presidente de la sala la posibilidad de rectificar hechos (arts. 223 inc. 3º CPC); la no formulación oportuna de la tacha al testigo, después de que el receptor pregunta si se harán preguntan para tal efecto (art. 365 CPC).

			En cuanto a la forma, los actos procesales deben observar las exigencias previstas en las respectivas fuentes del derecho procesal.

			La ley ha previsto para la realización de los actos procesales las siguientes reglas generales:

			

			1º)	Las actuaciones judiciales deben ser practicadas por el funcionario que indica la ley. En el caso del juez, será el que como titular, suplente o interino cumpla esa función en el tribunal ante el cual se radicó el proceso. “Todas las actuaciones necesarias para la formación del proceso se practicarán por el tribunal que conozca de la causa, salvo los casos en que se encomienden expresamente por la ley a los secretarios u otros ministros de fe, o en que se permita al tribunal delegar sus funciones, o en que las actuaciones hayan de practicarse fuera del lugar en que se siga el juicio” (art. 70 CPC);

			2º)	De toda actuación debe dejarse testimonio escrito en el proceso (art. 61 CPC), utilizando el idioma castellano y con las respectivas firmas materiales o electrónicas avanzadas de los que han actuado en ese acto16;

			3º)	Las actuaciones judiciales deben ser autorizadas por el funcionario que indica la ley;

			4º)	Las actuaciones judiciales deben practicarse en horas y días hábiles17. “Son días hábiles los no feriados. Son horas hábiles las que median entre las ocho y las veinte horas” (art. 59 CPC)18. La limitación anterior no se aplica a ciertas actuaciones que la ley autoriza ejecutar en días y horas inhábiles, como acontece con algunas notificaciones que cuentan con reglas especiales para su realización (arts. 41 y 42 CPC). Asimismo, se admite, a petición de parte, solicitar habilitación de día y hora para practicar una determinada diligencia “cuando haya causa urgente que así lo exija” (art. 60 CPC).

			

			4. La manifestación de voluntad del juez

			4.1. En la actividad jurisdiccional

			El juez en cumplimiento de su función esencial, que es la jurisdiccional, debe manifestar su voluntad resolviendo asuntos mediante la aplicación de las leyes o los principios de equidad, con los cuales se pronuncia el fallo (art. 170 N.º 4 CPC). Junto con lo anterior, también debe exteriorizar su voluntad ejerciendo otras funciones anejas que indica la ley, al disponer que “los tribunales tienen, además, las facultades conservadoras, disciplinarias y económicas que a cada uno de ellos se asignan” en el COT (art. 3º COT).

			En el caso de la actividad jurisdiccional, el ordenamiento jurídico ha previsto que la voluntad sea expuesta en tiempo y forma, mediante el pronunciamiento de las resoluciones o de las opiniones que vierte en las actuaciones donde la oralidad es la forma de comunicación (arts. 319 COT y 162 CPC). De un modo concreto, el juez no pueda anticipar su criterio de decisión sobre el asunto, para no incurrir en un prejuzgamiento que lo inhabilite para seguir conociendo del tema por alguna de las causales de implicancia o de recusación (arts. 320 inc. 1º, 195 N.º 8 y 196 N.º 10 COT)19. Lo anterior no rige si su opinión la formula en una audiencia de conciliación (art. 263 CPC).

			La regla general es que la manifestación de voluntad del juez, contenida en una resolución o actuación, produzca sus efectos una vez que se notifica a las partes en la forma en que lo ordene la ley (art. 38 CPC). Lo anterior no se debe confundir con la oportunidad en que lo resuelto se pueda hacer cumplir, lo que dependerá de si el sistema de impugnación que puede utilizar la parte agraviada con lo resuelto contempla o no el efecto suspensivo.

			También la manifestación de voluntad jurisdiccional puede quedar vinculada al sistema de producción de precedentes. Esto se produce cuando un fallo sienta una regla jurídica (ratio decidendi) sobre una materia que puede servir para resolver casos análogos, o bien entra en contradicción con otras decisiones anteriores (art. 780 CPC)20. Volveremos a este tema cuando se examina la fundamentación de la sentencia21.

			La generación de precedentes judiciales busca que la decisión de casos análogos reciba una misma respuesta. A través de este objetivo se mejora el funcionamiento del sistema jurisdiccional, asegurando la igualdad de trato en la solución de los problemas jurídicos.

			No se debe confundir el efecto relativo de los fallos, que se contempla el artículo 3 inciso 2° del Código Civil (“Las sentencias judiciales no tienen fuerza obligatoria sino respecto de las causas en que actualmente se pronunciaren”), con el sistema de generación de precedentes.

			

			El precedente obedece a una necesidad política que reclama que casos análogos se resuelvan con el mismo criterio. Para tal efecto, en nuestro sistema de impugnación del proceso laboral, civil y penal se han incorporado causales para anular sentencias fundadas en el hecho de prescindir de la jurisprudencia, que es lo mismo que reconocer que las decisiones conforman una fuente del derecho.

			La generación y uso de los precedentes en Chile, en el proceso civil, se vincula al recurso de casación en el fondo. Con la promulgación de la Ley N.° 19.374, de 18 de febrero de 1995, comenzó una nueva etapa para lograr la unificación de la jurisprudencia. Esa reforma introdujo el funcionamiento de la Corte Suprema en salas especializadas y asignó al Pleno competencia para que, bajo ciertos supuestos, resolviera el recurso de casación en el fondo en materia civil cuando sobre un mismo tema existan decisiones contradictorias (art. 780 CPC). El cambio en esta materia se advierte en el comportamiento actual de la Corte Suprema, en comparación con lo que sucedía antes de la reforma de 1995. En la práctica, se ha producido una lenta autocomprensión de la Corte Suprema para recuperar su rol en la generación de precedentes (mediante el recurso de casación en el fondo), tal como se aprecia, por ejemplo, en la utilización de sus decisiones para fundamentar el rechazo de los recursos de casación por manifiesta falta de fundamentos. De igual forma, este cambio se advierte en el plano orgánico, en el contenido de varias actas (autos acordados), que contienen medidas tendientes a facilitar la generación de precedentes (por ejemplo, al favorecer la integración de los ministros a lo menos durante dos años en las salas; al promover la agrupación de causas de una misma materia en una tabla para su vista en bloque, al regular un mecanismo para solucionar la disparidad de criterios que pueden surgir en la distribución de los asuntos entre las salas, optando por la materia como factor dirimente).

			4.2. En la actividad anexa a la jurisdiccional

			Los jueces también manifiestan su voluntad en actividades accesorias a la función jurisdiccional para satisfacer otros intereses jurídicos relevantes, a saber:

			1º) Ejerciendo potestades normativas. La expresión más tradicional se da en los denominados autos acordados. En la clásica definición de Ballesteros, se trata de “medidas de carácter general, encaminadas al cumplimiento exacto de las disposiciones legales vigentes”22. El Tribunal Constitucional, en sentencia de 18 de agosto de 2011, ha señalado que un auto acordado es un cuerpo de normas generales y abstractas, dictado generalmente por tribunales colegiados (Corte Suprema o Cortes de Apelaciones), con el objeto de imponer medidas o impartir instrucciones dirigidas a velar por el más expedito y eficaz funcionamiento del servicio judicial23. Al Tribunal Constitucional le compete controlar que esas normas no infrinjan los derechos reconocidos en la carta fundamental. Asimismo, cuando esa manifestación normativa emana de la Corte Suprema y tiene carácter y aplicación general, deben ser publicados en el Diario Oficial (art. 96 inc. final COT), sin perjuicio de la difusión que actualmente tienen en la página web del Poder Judicial.

			También son manifestaciones normativas de los jueces los denominados “decretos económicos”, cuyo objeto es reglamentar aspectos de gestión relevantes del funcionamiento de su tribunal, como el señalamiento de las horas de audiencia o de consulta de los documentos en custodia, entre otras tantas situaciones. En el mismo plano se ubican las denominadas “Actas” de la Corte Suprema, que se vienen perfilando como una manifestación normativa diversa a los autos acordados, en las que se abordan diversos temas para el buen funcionamiento judicial.

			2º) Para asegurar el correcto desempeño de la Administración de Justicia. A través de una serie de preceptos, el legislador regula otros aspectos de la manifestación de voluntad de los jueces, agrupables en tres categorías: a) restricciones al derecho de opinión, para garantizar la prescindencia en la contingencia (art. 323 COT); b) medidas para garantizar la probidad, mediante la emisión de declaraciones juradas sobre ausencia de conflictos de interés o para controlar inhabilidades relativas al uso de sustancias o drogas estupefacientes o psicotrópicas ilegales (arts. 323 bis a 323 ter COT)24; c) reglas que establecen prohibiciones para que los jueces puedan adquirir bienes o derechos litigiosos relativos a procesos donde hayan tenido que participar, para asegurar la probidad judicial (arts. 321 y 322 COT).

			3º) Para garantizar la disciplina y el buen comportamiento en juicio. Un aspecto relevante de la manifestación de voluntad anexa a la función jurisdiccional se vincula con la potestad disciplinaria que ejercen los jueces conforme a las normas del Título XVI del COT (arts. 530 al 552). A través de ella pueden adoptar una serie de medidas, más o menos gravosas, para reprimir o castigar las faltas o abusos que se cometan en las salas de su despacho o en las presentaciones escritas que hagan las partes o sus abogados.

			En el caso de los abogados, la jurisdicción disciplinaria permite aplicar sanciones que van desde una amonestación verbal hasta la posibilidad de decretar la suspensión de la profesión o el arresto por un determinado lapso. Ellas se pueden originar por la comisión de faltas de respeto a jueces o funcionarios, o la ejecución de acciones carentes de la cortesía exigible a su actividad profesional (arts. 530 al 544 y 547 COT).

			

			4º) En el proceso de formación de la ley. Dentro de la regulación de manifestación de voluntad de los jueces, la Corte Suprema tiene asignada, por mandato constitucional, una función consultiva en los proyectos de derecho procesal orgánico (art. 77 CPR).

			5. La manifestación de voluntad de las partes

			La voluntad de la parte en los actos procesales se declara de manera expresa o tácita. Es expresa la que se realiza ajustándose a la forma prevista por la ley, mediante la presentación del respectivo escrito o formulando la alegación verbal correspondiente. La tácita, en cambio, se vincula normalmente a los efectos de las cargas procesales y supone una consecuencia jurídica desfavorable a la parte que no la observa.

			En cuanto al perfeccionamiento de la voluntad, existen actos procesales unilaterales y bilaterales. En el unilateral, el efecto jurídico se produce por la manifestación de voluntad de una sola parte. En el acto procesal bilateral, en cambio, sus efectos se originan cuando se expresa la voluntad de ambas partes.

			Dentro de los actos bilaterales, los más comunes son los denominados equivalentes jurisdiccionales, es decir, actos o contratos mediante los que se pone fin a un conflicto logrando el mismo efecto que si se hubiere dictado una sentencia definitiva, como acontece con la suscripción de un contrato de transacción, de un avenimiento o de un acta de conciliación. La forma en que se exterioriza la voluntad en este tipo de actos tiene relevancia para efectos de generar correctamente un título ejecutivo y determinar las condiciones para hacerlo exigible, en el evento en que lo acordado no se cumpla espontáneamente.

			Es importante destacar que la declaración de voluntad de las partes se exterioriza conforme al sistema de comparecencia previsto por la ley. Como se explicaba al estudiar el presupuesto procesal de la postulación procesal, en nuestro sistema la regla general es que los actos procesales se practiquen a través de los apoderados judiciales que actúan conforme a las facultades conferidas en el respectivo mandato judicial (art. 7º CPC), salvo que se trate de actuaciones donde se exija la comparecencia personal de la parte, como acontece con la citación a absolver posiciones personalmente o para una audiencia de conciliación (arts. 264 y 385 del CPC).

			Desde otro punto de vista, la manifestación de voluntad más relevante que hacen las partes en el proceso es la alegación de los hechos. En el ámbito jurídico, nadie puede alegar la titularidad o la vulneración de derechos, si no lo hace con relación a determinados hechos. Como lo indica el aforismo latino ex facto oritur ius, el derecho nace de los hechos. En el ámbito de los litigios, el asunto aparece para los abogados al inicio de la relación, cuando se les presenta el caso y deben ponderar jurídica y éticamente si puede patrocinar la causa (en el caso del ejercicio liberal de la profesión).

			Los estudios teóricos proponen diferentes criterios para estudiar los hechos con relevancia jurídica. La clasificación más tradicional distingue entre hechos constitutivos, hechos impeditivos, hechos extintivos y excluyentes. A través de esta diferenciación muchas veces se intenta resolver el complejo asunto de la distribución de la carga de la prueba25. La forma como se presenta la alegación de los hechos en muchas ocasiones complica la solución del conflicto por parte de los jueces. Esto sucede normalmente cuando la estrategia defensiva opta por hacer relatos parciales o incompletos, en los que, sin faltar a la verdad, se articulan discursos que contienen falacias o sofismas. Es una realidad que en los escritos judiciales muchas veces se hacen alegaciones vagas o a ambiguas que configuran falacias argumentativas que complican la resolución de un asunto.

			De igual forma, la alegación de hechos puede hacer más ardua la tarea de los jueces cuando se utilizan fórmulas de estilo mediante las que se niegan totalmente los hechos afirmados por la contraparte en la demanda o en la contestación. En esos casos, el juez debe dilucidar qué afirmaciones sobre los hechos son las que puede dar por acreditadas conforme a la prueba aportada a la causa.

			Por otra parte, la alegación de hechos no es una actividad neutra. La principal consecuencia que tiene la alegación de hechos es que a través de esta actividad se configura el objeto del proceso, que es la cuestión controvertida o asunto que debe resolver el juez en la sentencia definitiva (art. 158 CPC). En el caso más extremo, cuando los hechos alegados son contrarios a la verdad, puede dar lugar a una investigación penal por perjurio o falso testimonio26.

			Aunque la discusión sobre la corrección de las alegaciones de hechos es un asunto que se debe solucionar casuísticamente, existen algunas reglas básicas que conviene recordar:

			1ª)	Como todo acto procesal, la alegación de hechos puede ser ejercida incorrectamente y configurar alguna ineficacia procesal, como es inducir a que se dicte una sentencia incongruente;

			2ª)	El juez no puede introducir hechos para conformar la cuestión controvertida, atendido que el objeto del proceso lo deben configurar las partes27. Ratifica lo anterior, entre tantas, la sentencia de la Corte Suprema de 6 de abril de 2020, al sostener que “[…] no es posible pretender que el juez asuma una determinada posición ‘innovadora’ frente a los hechos, sin que les haya dado a los litigantes la posibilidad de discutir esa nueva calificación, como tampoco sería aceptable que con una nueva calificación jurídica modifique lo pretendido en una demanda, si con ello altera la causa y objeto pedido”28. La base legal de esta garantía elemental consta en el artículo 160 del CPC, cuando dispone que “las sentencias se pronunciarán conforme al mérito del proceso y no podrán extenderse a puntos que no hayan sido expresamente sometidos a juicio por las partes, salvo en cuanto las leyes manden o permitan a los tribunales proceder de oficio”29.

			3ª)	No alegar correctamente los hechos es lo mismo que no invocar el título justificador del derecho. Dicho de otro modo, la claridad en la exposición del hecho alegado como fundamento del derecho que se reclama es necesario y supone realizar un análisis riguroso de los antecedentes fácticos y su relación con el derecho tanto para el demandante como para el demandado. Lo anterior supone calificar la causa de pedir como un acto o un hecho jurídico, vinculando la controversia precisa y directamente a los hechos biológicos, psíquicos, psicológicos, físicos o de la naturaleza que corresponda, que contengan el relato fáctico que motiva la protección jurídica como demandante o demandado.

			6. Los actos procesales puros y simples, y los sujetos a condición o plazo

			La voluntad en los actos procesales se manifiesta normalmente en forma pura y simple, produciendo la consecuencia que le es propia. Un ejemplo de lo anterior se aprecia con el retiro de la demanda. El artículo 148 del CPC señala que “antes de notificada una demanda al demandado, podrá el actor retirarla sin trámite alguno y se considerará como no presentada”.

			Sin embargo, no todos los actos unilaterales producen los mismos efectos pura y simplemente, atendido que podría existir un interés jurídico de la contraparte a oponerse a la producción de una determinada consecuencia jurídica. Esa realidad se advierte, entre otros, con el acto de desistimiento de la demanda, cuya admisión extingue las acciones con efecto de cosa juzgada (arts. 148 y 150 CPC)30. La parte demandada podría oponerse a ese acto para conseguir una decisión de fondo sobre el tema, cuando estima que fue demandado abusivamente o sin ninguna base.

			Excepcionalmente se admite en los actos procesales la utilización de modalidades, como el plazo o la condición, para producir ciertas consecuencias jurídicas que son compatibles con la dinámica de la relación procesal. A modo ejemplar, se admite la formulación de peticiones contradictorias a través de la utilización de la eventualidad, para que, en el caso de que lo propuesto de manera principal no prospere, el juez resuelva la petición subordinada31.

			En materia de plazos se admite la suspensión convencional del procedimiento por acuerdo de las partes en las oportunidades y por el plazo que autoriza la ley (art. 64 CPC).

			En relación con la modalidad relativa a la representación, ella se acepta en la comparecencia con fianza de rato, la que supone la intervención de un apoderado que no cuenta con el poder y al que se le fija un plazo para ratificar todo lo obrado (art. 6º CPC).

			En lo que respecta a las sentencias judiciales, ellas conforman actos imperativos que, al resolver un conflicto procesal o sustantivo, no pueden ser dictadas bajo condición. Lo anterior no se debe confundir con situaciones en los que en la decisión se introducen ciertos elementos para obtener una modalidad especial de ejecución de la sentencia, como acontece con las condenas con reserva, las que fijan el pago periódico de una prestación o las que admiten una eventual ejecución futura (arts. 173 y 236 CPC)32.

			7. Los vicios de la voluntad en los actos procesales

			Un tema relevante ha sido siempre el estudio de los vicios del consentimiento, reputándose como tales el error, la fuerza y el dolo.

			En el ámbito del proceso, esta materia adquiere un relieve distinto, atendido que la mayor parte de los actos son ejecutados unilateralmente sin necesidad de mediar el concurso de voluntad de la contraparte. Como el acto procesal se ejecuta ordinariamente por la parte interesada, haciendo valer un derecho, observando una carga procesal o cumpliendo con un deber, el juez no debe considerar los elementos subjetivos para validar sus efectos. En explicación de Gómez Orbaneja, esta situación se produce porque “el negocio procesal es al mismo tiempo público y formal. Lo que imprime movimiento al proceso es el obrar (o el no obrar) de las partes, expresado en sus declaraciones dispositivas. La declaración vale formalmente, con independencia de lo que se haya querido o intentado con ella. Produce sus efectos por su forma y no por su contenido intencional”33. En consonancia con lo anterior, la parte que ejecuta un acto procesal no puede invocar un error de hecho y menos de derecho para dejarlo sin efecto, salvo que se admita la subsanación del acto o se autorice su revocación por error de hecho, como acontece excepcionalmente en materia de absolución de posiciones (art. 402 CPC).

			En cuanto a la fuerza y al dolo, entendidas como una forma de violencia o presión física o moral ejercida sobre una persona para que presente su consentimiento en un acto jurídico procesal, su reconocimiento se contempla dentro de las hipótesis admitidas para revertir el fraude procesal, en los términos que pronto pasamos a examinar.

			Sin conformar un vicio de la voluntad, otro reconocimiento del dolo en el ámbito procesal civil se contempla en la petición de medidas prejudiciales precautorias. Para tal efecto, el artículo 280 del CPC considera de mala fe la actuación del peticionario que, después de haber obtenido la medida, no presenta su demanda dentro del plazo fijado por el tribunal.

			8. El fraude en materia procesal

			Aunque en el terreno de los principios se proclama que “el fraude todo lo corrompe” (fraus omnia corrumpit), en materia procesal no existe una solución uniforme para delimitar los medios y las consecuencias de los actos procesales fraudulentos34.

			La codificación decimonónica restringió la posibilidad de revisar las sentencias fraudulentas, limitando la impugnación del fraude a las hipótesis que permiten rescindir la sentencia obtenida con pruebas ilícitas o mediando “cohecho, violencia u otra maquinación fraudulenta, cuya existencia haya sido declarada por sentencia de término” (art. 810 CPC). Coherente con lo anterior, se suprimió la posibilidad de intentar la acción ordinaria de nulidad para revertir una sentencia judicial firme.

			En la doctrina se considera como casos típicos de fraude procesal actuaciones tales como impedir a la contraparte poder deducir un recurso ejercitando violencia física o moral, u obligar, por los mismos medios, a firmar escritos que le perjudiquen; iniciar acciones de condena previamente concertados deudor y acreedor para sustraer bienes en perjuicio de otros acreedores; presentar pruebas falsas u obtenidas ilícitamente; utilizar la notificación por aviso en una demanda de nulidad de matrimonio al cónyuge que vivía con el demandante35.

			La forma de revertir el fraude en el proceso civil también se vincula a la declaración de algunas ineficacias aplicables a los actos procesales, conforme se explicará más adelante. Lo anterior es sin perjuicio de la protección penal mediante las figuras delictivas de falso testimonio, perjurio, presentación de pruebas falsas o de obstrucción a la justicia (arts. 206 al 212 y 269 bis del CP).

			9. La homologación judicial

			La forma en que se manifiesta la voluntad en materia procesal también obliga a examinar la figura de la homologación. Ella se refiere a casos donde la ley asigna competencia al juez para verificar que la manifestación de voluntad cumpla con determinadas exigencias legales.

			Este control judicial puede actuar en forma preventiva o también puede estar contemplado como una aprobación posterior a la celebración del acto. Cuando opera de manera preventiva, exige que se deba solicitar una autorización judicial para realizar un determinado acto o manifestar la voluntad en algún sentido. Si es a posteriori, el juez da la aprobación al acto ya realizado, el que, para producir sus efectos, debe recibir la homologación judicial.

			En esta materia tiene una especial relevancia la actuación de la jurisdicción voluntaria, atendido que, a través de ella, se logra adoptar medidas de protección para ciertos incapaces, o de autentificación u homologación de ciertos actos o contratos para evitar fraudes a la ley (arts. 400 y 1342 CC).

			10. Los plazos procesales

			El plazo es el período durante el cual se puede realizar un acto procesal.

			La relevancia de este elemento se explica por el efecto del principio de preclusión procesal, en virtud del cual, agotada una etapa o transcurrido un plazo, se extingue el derecho procesal que debió ejecutarse en ella.

			Los plazos en el proceso son establecidos utilizando como medidas los segundos, horas, días, meses y años. La regla general es que sean de días, pero también existen términos de meses y excepcionalmente de años (arts. 152 y 811 CPC).

			Entre los diversos criterios de clasificación, se distingue según la manera de computarlos, entre plazos continuos y discontinuos; plazos individuales y comunes; y, según su origen o fuente, entre plazos legales, convencionales y judiciales. Plazos prorrogables e improrrogables. Plazos fatales y no fatales.

			

			a) Plazos continuos y discontinuos

			Plazo continuo es aquel que corre sin interrupción alguna. Y plazo discontinuo es el que se interrumpe durante los días feriados.

			Conforme con la regla general del artículo 50 del CC, los plazos son continuos, esto es, no se suspenden por los feriados. Sin embargo, en el CPC se establece la solución inversa, atendido que los plazos se entenderán suspendidos durante los feriados, salvo que la ley o el tribunal, por motivos justificados, hayan dispuesto expresamente lo contrario (art. 66 CPC).

			b) Plazos individuales y comunes

			Los plazos individuales son aquellos que empiezan a correr separadamente para cada sujeto que tiene la calidad de parte desde el momento de la respectiva notificación (art. 65 CPC).

			Los plazos comunes, en cambio, son aquellos que rigen la actuación de una pluralidad de sujetos y que comienzan a correr desde que se practica la última notificación al último de ellos.

			En el proceso declarativo se ha previsto que el litisconsorcio cuente con un término común para contestar la demanda, pudiendo ampliarse dichos términos un día por cada tres demandantes sobre diez que existan en el proceso, sin exceder un máximo de treinta días (art. 260 del CPC).

			La jurisprudencia en materia de juicio ejecutivo ha establecido que el plazo para oponerse a la ejecución es individual, aunque exista una pluralidad de demandados36.

			La regla general es que los plazos sean individuales. Los plazos comunes son la excepción en nuestro sistema procesal; cuando un término es común, lo dice expresamente la ley, como ocurre con el término de prueba, que corre al mismo tiempo para las partes (art. 327 CPC).

			c) Plazos legales, convencionales y judiciales

			Atendiendo al origen o fuente del plazo, en nuestro sistema procesal la regla general es que los plazos sean legales. Excepcionalmente existen términos fijados por los jueces, que se denominan plazos judiciales. Entre otros, son manifestaciones de estos el término que fija el juez para ratificar por la parte una actuación realizada por su representante en la suscripción de un equivalente jurisdiccional, o el fijado para la comparecencia a una gestión preparatoria de la vía ejecutiva de confesión o reconocimiento de firma puesta en un instrumento privado (arts. 435 y 436 CPC), o para hacer cumplir un mutuo fijado sin plazo determinado (art. 2201 del CC).

			Los plazos legales se pueden renunciar, reducir o suspender. En este último caso detienen la tramitación de una causa dentro del margen de tiempo permitido acordado por las partes, conforme al límite que señala la ley (arts. 7º, 64 y 328 inc. 2º CPC)37.

			d) Plazos prorrogables e improrrogables

			Los plazos prorrogables son los que se puede aumentar más allá de su vencimiento original.

			Los plazos improrrogables no admiten ningún aumento y vencen indefectiblemente el día preestablecido.

			En el CPC son prorrogables los términos judiciales cuando se cumplan las siguientes condiciones: “1º) que se pida antes del vencimiento del término; y 2º) que se alegue justa causa, la cual será apreciada por el tribunal prudencialmente” (art. 67 CPC).

			e) Plazos fatales y no fatales

			Plazo fatal es el que expira por el simple transcurso del tiempo.

			Plazo no fatal, en cambio, es el que permite que, mientras no se decrete su vencimiento a través de la declaración judicial de rebeldía, se pueda ejecutar el acto procesal respectivo (art. 78 CPC).

			Conforme al artículo 64 del CPC, “los plazos en este Código son fatales, cualquiera sea la forma en que se exprese, salvo aquellos establecidos para la realización de las actuaciones propias del Tribunal. En consecuencia, la posibilidad de ejercer un derecho o la oportunidad para ejecutar un acto procesal se extingue al vencimiento del plazo. En estos casos el tribunal proveerá lo que convenga para la prosecución del juicio, sin necesidad de certificado previo del secretario del tribunal”.

			Al vencimiento del plazo fatal corresponde solicitar que se decrete la actuación siguiente, dando el impulso al proceso civil que, como se ha explicado, es técnicamente una carga de la parte interesada en ejecutar un determinado acto, sin perjuicio de que nuestro legislador también reconoce al juez un poder de dirección del proceso civil38.

			Como lo ha señalado la Corte Suprema, en sentencia de 11 de junio de 2014, se debe distinguir entre el impulso de oficio, que pone de cargo del tribunal el deber de activar la tramitación del proceso, y el impulso procesal a petición de parte, que, a la inversa del anterior, asigna tal responsabilidad a los litigantes. El impulso de oficio, conforme al fallo indicado, parte de la premisa de que “en la relación procesal se encuentra comprometida una finalidad social o de orden público que prevalece sobre el interés particular de los litigantes, junto con situar a estos en un rol pasivo frente al proceso, le asigna en su conducción un protagonismo exclusivo al juez, facultándolo para iniciarlo de oficio, fijar el contenido del asunto litigioso, impulsar su tramitación y disponer la agregación de las pruebas destinadas a alcanzar la verdad real que debe declarar en la sentencia”. En el proceso civil patrimonial, lo normal es reconocer a las partes “el pleno dominio de los derechos materiales y procesales involucrados en la causa y la libertad de ejercerlos o no, determinando, en su caso, el contenido y el límite de aquellos que someten a debate en el pleito al tiempo que asumen la carga de propulsar la marcha del proceso y de suministrar las pruebas sobre cuya base el tribunal ha de dirimir el conflicto”39.

			11. La renuncia de los derechos procesales

			11.1. Explicación general

			La renuncia de los derechos es un tema cuyo estudio se realiza normalmente a partir de las normas generales contenidas en los títulos preliminares de los códigos civiles. En el nuestro, el artículo 12 señala que “podrán renunciarse los derechos conferidos por las leyes, con tal que solo miren al interés individual del renunciante, y que no esté prohibida su renuncia”40.

			En el proceso civil es admisible la disposición de los derechos patrimoniales que conforman su objeto. Ello se puede materializar a través de actos procesales tales como el desistimiento de la demanda, la transacción o la renuncia a la acción o la pretensión. Su admisión se explica dentro de la concepción del derecho subjetivo concebido como una potestad o facultad, en la que los titulares de los mismos pueden celebrar negocios o actos jurídicos que permiten diferenciar entre la renuncia abdicativa, liberatoria, traslativa, preventiva y recognoscitiva41. Lo anterior también se puede alcanzar mediante la actuación de un apoderado al que se le han conferido las facultades extraordinarias del mandato judicial (art. 7º CPC)42.

			Junto a las situaciones antes referidas, en el proceso civil se verifican otras formas de renuncia que surgen de acciones u omisiones, que provocan, directa o indirectamente, la disposición de un derecho. Entre otras hipótesis, lo anterior se produce por la no interposición de recursos, por la preterición de hechos fundantes en la petición de tutela jurisdiccional, por la suscripción de convenciones probatorias, por el reconocimiento de hechos o por el denominado retraso desleal en el ejercicio de la acción43.

			En un plano general, no toda renuncia de derechos puede ser explicada en el ámbito procesal por la concepción iusprivatista del acto o del negocio jurídico. En efecto, las otras formas de abdicación están justificadas por categorías provenientes de la regulación de los efectos de la inactividad de las partes en el proceso, del contenido del principio de preclusión y de las consecuencias asignadas a las cargas procesales. Como lo advertía Chiovenda, la voluntad en el ámbito procesal no tiene la misma importancia que en el derecho privado, al punto de que “los negocios jurídicos procesales, aunque tengan eficacia dispositiva, no dejan de ser actos procesales, y, por consecuencia, regulados por la ley procesal en cuanto a la forma, a la capacidad, etc.”44.

			

			Asimismo, la renuncia de derechos también debe sortear la caracterización de las normas procesales como pertenecientes al orden público. Esta descripción ha llevado a una supervaloración de las formas jurídicas que, en muchos casos, pueden erigirse como límites implícitos a la abdicación de derechos en el proceso. A diferencia de lo que acontece en el ámbito privado, en el ámbito jurisdiccional no existe un precepto que admita la renuncia general a los derechos conferidos por las leyes, dejando el tema a un análisis casuístico.

			A lo anterior se deben sumar las restricciones que surgen de la concepción publicística del derecho procesal civil y del avance de los denominados “derechos fundamentales”. Para algunos teóricos defensores de esas explicaciones, las prerrogativas procesales serían una manifestación prototípica de derechos absolutos, que, por el hecho de estar reconocidos por el Estado como fundamentales, no permiten una abdicación. En el mejor de los casos, el acto de disposición queda sujeto a lo que pueda disponer el juez en, cada instancia45. En el plano legal, estas propuestas son plasmadas en leyes que, con el propósito de regular los derechos fundamentales, incluyen cláusulas generales de prohibición de renuncia, que también comprenden a las de naturaleza procesal.

			Aunque el estudio de la renuncia de los derechos conforma un tema de amplio alcance, en lo que sigue se examinan algunas manifestaciones del fenómeno. Como se explicará, se trata de acciones u omisiones en los actos procesales que, directa o indirectamente, determinan la disposición de un derecho material o procesal. Estas formas de abdicación se vinculan a los efectos que pueden tener en el proceso la inactividad de las partes o que derivan de la aplicación de instituciones generales fundadas en el principio de buena fe procesal, tal como se pasa a reseñar.

			11.2. El principio de preclusión y las cargas procesales

			El principio de preclusión procesal, en relación con la renuncia de los derechos, explica por qué adquieren el carácter de firmes o quedan extinguidas las facultades no ejercitadas durante el término previsto para ello en el proceso46.

			Por su lado, la carga procesal —entendida como el “imperativo del propio interés”47— justifica cómo se consuma la renuncia, sin necesidad de acudir a criterios subjetivos para validar la abdicación. En el proceso civil, basta que transcurra el plazo fatal y la parte no haya satisfecho la respectiva carga procesal para consumar la renuncia, sin la necesidad de verificar si el renunciante estaba de acuerdo o no con ello.

			La descripción anterior no es absoluta, atendido que existen situaciones en las que la ley dispone soluciones diferentes. El hecho de que opere una carga procesal no determina siempre una abdicación de los derechos de la parte que no la observa, dependiendo de la consecuencia que atribuya a esa omisión. Por ejemplo, si la omisión de contestar la demanda tiene asignado un efecto probatorio de reconocimiento de hechos, se consuma una renuncia de los derechos procesales; en el caso contrario, cuando solo provoca una inversión de la carga de la prueba, no se consuma ninguna renuncia48.

			En nuestro proceso civil, la doctrina mayoritaria sostiene, con apoyo jurisprudencial, que la no contestación de la demanda da lugar a la contestación ficta, mediante la cual la omisión aludida provoca una negación total y absoluta de los hechos contenidos en la demanda49. Una respuesta diversa se postula para el proceso laboral, donde la jurisprudencia ha aceptado como solución a la rebeldía del demandado la ficta confesión50.

			11.3. La regla “elegida una vía procesal por una parte no se puede acudir a otra”

			La renuncia de derechos procesales también puede provenir de la aplicación de una regla desarrollada por los clásicos, en virtud de la cual se entiende que “elegida una vía [procesal] por una parte, no se puede acudir a otra” (electa una via per partem ad aliam non potest venire)51.

			

			Mediante la regla indicada se puede lograr que actúe un criterio de corrección derivado de la buena fe procesal, en virtud de la cual, “una vez elegida una vía procesal, ya no se puede recurrir a la otra”. Se trata, en rigor, de evitar que se pueda intentar nuevamente la protección jurídica, cuando ya se rechazó sobre el fondo una solicitud por otro tribunal arbitral o el estatal.

			Esta solución está admitida explícitamente en la promoción de las cuestiones de competencia por inhibitoria o declinatoria. Conforme a la ley, las partes “que hayan optado por uno de estos medios no podrán después abandonarlo para recurrir a otro. Tampoco podrán emplearse los dos medios simultánea ni sucesivamente” (art. 101 CPC).

			La misma solución se aprecia en la sentencia de la Corte Suprema, de 6 de agosto de 2014, al declarar la incompetencia del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia respecto de una pretensión que había sido intentada por la misma parte ante el Tribunal de la Contratación Pública. Se estimó que no se podía denunciar nuevamente el tema, aunque se presentara como una infracción a la libre competencia, no obstante que no concurrían los requisitos de la excepción de cosa juzgada52.

			11.4. La omisión en el ejercicio de un derecho como forma de renuncia

			La renuncia de derechos procesales también se puede consumar por su falta de ejercicio. Como se podrá apreciar, se trata de situaciones en las que la conducta omisiva de una parte consolida una situación que provoca técnicamente una abdicación de derechos que es lícito admitir.

			

			11.4.1. La no alegación oportuna de un derecho

			La no alegación oportuna de derechos es una forma típica de renuncia en el campo procesal, cuyas consecuencias o efectos dependen del tipo de prerrogativa que no ejercita la parte.

			A modo de ejemplo, se da esta situación en la prórroga tácita de la competencia en el proceso civil contencioso, cuando se apersona al proceso la parte realizando cualquier gestión que no sea la de reclamar la incompetencia relativa del juez (art. 187 N.ºs. 1 y 2 COT)53. La misma solución técnica se contempla en el abandono del procedimiento; si se renueva la tramitación de un proceso una vez consumada esta caducidad, sin que el demandado promueva este incidente, la ley dispone que “se considerará renunciado este derecho” (art. 155 CPC). Igual solución rige para las causales de recusación, que, si no se hacen valer dentro del plazo, no permiten luego inhabilitar por ese motivo al juez que las comunicó (art. 114 CPC).

			También esta forma de renuncia se contempla en la convalidación de los actos procesales por falta de alegación oportuna de alguna ineficacia jurídica, conforme se examinará más adelante.

			11.4.2. La renuncia tácita de las facultades de impugnación

			La denominada renuncia tácita a las facultades de impugnación consta en el artículo 4º de la Ley de Arbitraje Comercial Internacional, N.º 19.971 de 2004 (LACI). Conforme a él, “se considerará que la parte que prosiga el arbitraje conociendo que no se ha cumplido alguna disposición de esta ley de la que las partes puedan apartarse o algún requisito del acuerdo de arbitraje y no exprese su objeción a tal incumplimiento sin demora injustificada o, si se prevé un plazo para hacerlo, dentro de ese plazo, ha renunciado a su derecho a objetar”.

			Mediante esa conducta omisiva se logra luego restringir las impugnaciones tendientes a privar de eficacia al laudo arbitral. En este caso, “la finalidad de la renuncia consiste en impedir que más tarde en el arbitraje se presenten objeciones de mala fe o que pudieron haberse hecho con anterioridad o que, en el procedimiento de reconocimiento y ejecución, o en el de nulidad del laudo, la parte vencida trate de atacar injustificadamente el laudo”54.

			

			12. La renuncia estratégica de derechos

			También la renuncia de derechos procesales puede provenir de opciones tácticas de las partes, que dejan de ejercitar ciertas prerrogativas para conseguir un determinado fin.

			Atendido que la casuística en esta materia es amplia, en lo que sigue ilustraremos el punto con dos situaciones.

			Como se ha explicado, la rebeldía es una de las conductas que puede asumir el demandado frente a la demanda legalmente notificada. Bajo ciertos supuestos, esa actitud pasiva podría surgir de una opción deliberada, aunque ello signifique renunciar a otros derechos procesales. En efecto, dicha opción podría ser utilizada en aquellos casos en los que el hecho de no contestar la demanda produce una alteración de la carga de la prueba en perjuicio del actor55.

			También podría darse una renuncia estratégica en la confesión judicial provocada o absolución de posiciones (art. 385 CPC). Aunque la ley dispone que la parte que solicita el medio de prueba deba acompañar en un sobre cerrado las preguntas —el “pliego de posiciones”—, nada impide que el interrogatorio se pueda presentar de manera pública, renunciando a la reserva que dispone la ley56. A través de esa actuación se podría lograr, por ejemplo, que el citado a confesar restringa las respuestas evasivas, aduciendo que no ocupaba un determinado cargo a la fecha en que sucedieron los hechos materia de las preguntas.

			13. El proceso como realidad física o digital

			13.1. La realidad material

			La protección de los derechos e intereses legítimos mediante el proceso jurisdiccional supone la ejecución de actos que generan una realidad que debe ser registrada. En el lenguaje forense se diferencian tres realidades distintas. Con la voz “expediente o autos” se alude al registro del proceso escrito; en los procesos con audiencias orales se utiliza el “registro de audio”. Y los procesos tramitados digitalmente se registran en la “carpeta electrónica o digital”.

			El Código de Procedimiento Civil durante más de un siglo contempló la realidad física del expediente, al declarar que el proceso está compuesto por escritos, documentos y actuaciones de toda especie que se presenten o verifiquen en el proceso (art. 29 CPC). Conforme a ese soporte, el mismo cuerpo legal establecía reglas para la presentación de los escritos, las copias que se debían dejar de los mismos, los deberes del secretario una vez entregado el escrito, el día en que debe ser proveído el escrito, la foliación de los autos, el desglose, el lugar de mantención de los autos, la vista al fiscal, la remisión de los autos a otro tribunal u oficio.

			

			Esa realidad material determinaba que la actividad de jueces y abogados girara en torno a “los autos” o expediente. El debate de las partes se hacía en torno a lo expuesto en las presentaciones o escritos o en relación con las actuaciones consignadas en los autos; en los alegatos los abogados normalmente citaban las fojas y las actuaciones pertinentes a sus intereses; los jueces y ministros fallaban conforme “al mérito del proceso”, con expresa mención a las fojas de esa materialidad (art. 160 CPC). Todo lo anterior determinaba que en la práctica forense se repitiera como máxima que “lo que no está en el proceso, no está en el mundo”.

			El referido expediente también consideraba como parte integrante del mismo algunas gestiones preparatorias que permitían dar comienzo a actuaciones de la relación procesal57. Esa realidad explica que el artículo 178 del COT disponga que, no obstante el sistema general de distribución de causas, serán de la competencia del juez que hubiere sido designado anteriormente las demandas en juicio que se hayan iniciado por medidas prejudiciales o gestiones preparatorias.

			Por último, esa forma de registro en soporte de papel estaba expuesta a su destrucción por hechos naturales o mediante su pérdida física de la secretaría, del archivo judicial o, en su caso, del Archivo Nacional. Cualquiera que fuese el hecho que origine ese evento, daba lugar para que el juez ordenara su reconstitución58. Lo anterior no se debe confundir con ciertas situaciones en las que los autos o expediente se remitían para ciertos fines, como la vista de un recurso o la emisión de un dictamen (arts. 36 y 37 CPC).

			

			13.2. El proceso digital

			La incorporación de la técnica ha provocado siempre efectos en el campo jurídico. En su momento, el aporte de la imprenta permitió la publicación de libros que han facilitado difusión y el estudio del derecho; la invención de las máquinas de escribir dejó en la tierra del olvido la escritura manual. Luego, con la aparición de los ordenadores y de internet se ha dado paso al proceso virtual que se gestiona a través de la Oficina Judicial Virtual (OJV). Un hito relevante para nuestra la historia procesal civil fue el día domingo 18 de diciembre de 2016, al poner en vigencia para todos los tribunales ordinarios y especiales que indica el artículo 5º del COT las reglas sobre tramitación electrónica de los procedimientos judiciales.

			El uso de estas tecnologías ha llevado a una nueva forma de interrelación humana, donde no es necesaria la presencia física para participar y estar conectados en red pasando a generar relaciones virtuales. Esta realidad explica la posibilidad de realizar en los procesos comparecencias voluntarias a audiencias por medio de medios remotos (art. 77 bis. CPC).

			Con el avance de la tecnología gradualmente el expediente material fue siendo superado para dar paso a la realidad del expediente informático. A través de esta opción se incorpora la tecnología para la sustanciación de los procedimientos judiciales, surgiendo la realidad del “expediente digital”. Este cambio determina una modificación en varios actos procesales, como el sistema de registro de escritos y documentos, los medios de comunicación entre jueces para el cumplimiento de diligencias o el conocimiento de los recursos, el sistema de notificaciones, la firma digital (simple o avanzada), entre otros temas.

			Conforme a la redacción introducida al artículo 29 del CPC, por la Ley N.º 20.886 de 2015, en el proceso digital “se formará la carpeta electrónica con los escritos, documentos, resoluciones, actas de audiencias y actuaciones de toda especie que se presenten o verifiquen en el juicio. Estos antecedentes serán registrados y conservados íntegramente en orden sucesivo conforme a su fecha de presentación o verificación a través de cualquier medio que garantice la fidelidad, preservación y reproducción de su contenido, lo que se regulará mediante auto acordado de la Corte Suprema.

			La carpeta electrónica estará disponible en el portal de internet del Poder Judicial, salvo que la ley establezca lo contrario o habilite al tribunal para restringir su publicidad, o la de alguna parte de ella.

			Ninguna pieza de la carpeta electrónica podrá eliminarse sin que previamente lo decrete el tribunal que conoce de la causa”.

			El avance de la tecnología también ha llevado a la incorporación vertiginosa del documento electrónico. La singularidad de este medio de prueba ha permitido incorporar la imagen, el sonido y el movimiento a la actividad probatoria. Este cambio ha hecho surgir la prueba electrónica, que es aquella que se contiene en un medio digital (Lluch). A diferencia de los documentos en soporte de papel, los medios electrónicos se caracterizan por estar contenidos en campos magnéticos o pulsos electrónicos, que pueden ser almacenados en registros como los CD, DVD, pendrive, tablet, smartphones, etc. Junto a lo anterior, también existen otros instrumentos que provienen de la utilización de la informática y que se manifiestan en fotografías digitales, bases de datos, planillas de cálculos, entre otras.

			

			14. Los actos procesales de comunicación

			Los actos procesales de comunicación constituyen uno de los aspectos más relevantes del desenvolvimiento de la relación procesal. La eficacia del proceso depende, en gran medida, de la correcta ejecución de los actos de comunicación por la persona a quien la ley encomienda su ejecución.

			La relevancia de estos actos se señala en el artículo 38 del CPC, al disponer que “las resoluciones judiciales solo producen efecto en virtud de notificación hecha con arreglo a la ley, salvo los casos expresamente exceptuados por ella”59.

			En cuanto a su naturaleza, el hecho de que la ley disponga que, para la validez de la notificación, no se necesita el consentimiento del notificado (arts. 39 y 57 CPC) ratifica que se trata genuinamente de actos procesales.

			En el proceso no existe un solo tipo de actos de comunicación, tal como se pasa a reseñar de manera general.

			14.1. Las notificaciones

			Las notificaciones son actos de comunicación que tienen por objeto poner en conocimiento de las partes o de terceros el contenido de una resolución judicial para su cumplimiento.

			Dentro de las notificaciones se puede diferenciar entre las citaciones, el emplazamiento y el requerimiento.

			La citación es un aviso por el que se llama a alguien para que comparezca a una diligencia o actuación.

			El emplazamiento es el acto de poner en conocimiento de alguien la existencia de un juicio para que, en el tiempo determinado por la ley, pueda ejercer su derecho de defensa.

			El requerimiento es un acto de comunicación por el que se intima que se haga o se deje de ejecutar algo, como para, por ejemplo, conminar al pago de una obligación60.

			

			Según los destinatarios, se diferencian entre actos de comunicación del órgano jurisdiccional a las partes o a terceros; actos de comunicación entre tribunales nacionales o extranjeros (que se realiza mediante exhortos); actos de comunicación con autoridades administrativas (que se realiza a través de oficios).

			Según la forma en que se practica la notificación, puede ser personal (arts. 44 al 46 CPC), por cédula (art. 44 CPC), por el estado electrónico en la página web del Poder Judicial (arts. 50-51 CPC)61, notificación tácita (art. 55 inc. 1º CPC), notificación ficta (art. 55 inc. 2º CPC) y por avisos (art. 54 CPC).

			Al régimen general anterior se debe agregar la existencia de otros sistemas especiales de notificación que la ley ha incorporado, donde se admiten otras formas de comunicación, como las comunicaciones por correo electrónico. De conformidad al artículo 49 del CPC. “todo litigante deberá, en su primera gestión judicial, designar un domicilio conocido dentro de los límites urbanos del lugar en que funcione el tribunal respectivo. Sus abogados patrocinantes y mandatarios judiciales deberán, además, designar en su primera presentación un medio de notificación electrónico que el juez califique como expedito y eficaz, bajo apercibimiento de serles notificadas por estado diario todas las resoluciones que se dicten en lo sucesivo en el proceso. Estas designaciones se considerarán subsistentes mientras no haga otra la parte interesada, aun cuando de hecho cambie su morada o medio de notificación electrónico, según corresponda”.

			Se debe insistir en que la notificación siempre es un acto formal, que debe ser realizado conforme a las prescripciones legales por el ministro de fe que la ley encomiende. En el proceso civil, en la secretaría del tribunal es el secretario o el oficial primero quien cumple esta función (art. 58 CPC); fuera de este recinto, notifica el receptor judicial, salvo que en el lugar no exista este funcionario y se pueda acudir a otros ministros de fe que habilita la ley para estos efectos (arts. 58 inc. 2º y 705 CPC). Existe en leyes especiales la habilitación para que otros sujetos actúen como ministros de fe.

			Las solemnidades para la realización válida de la notificación dependen del tipo de la modalidad dispuesta para su práctica (personal, por cédula, por avisos, por el estado, por correo electrónico, etc.).

			14.2. Los exhortos

			El exhorto es una comunicación de un juez a otro juez para que ordene dar cumplimiento a una determinada actuación judicial en su territorio jurisdiccional62.

			La explicación de esta comunicación se justifica en el artículo 7º del COT, en cuanto dispone que “los tribunales solo podrán ejercer su potestad en los negocios y dentro del territorio que la ley les hubiere asignado”. Lo anterior, conforme al mismo precepto, “no impide que en los negocios de que conocen puedan dictar providencias que hayan de llevarse a efecto en otro territorio”63. Estas actuaciones que se deban practicar fuera del territorio jurisdiccional se encargan, según el caso, mediante un exhorto a otro tribunal nacional o internacional (art. 71 inc. 1º CPC). Para ciertas actuaciones la ley habilita que se puedan realizar en otro territorio jurisdiccional sin necesidad de exhorto ni habilitación del juez del territorio jurisdiccional donde se lleva a cabo, como acontece con la práctica de una inspección personal del tribunal (art. 403 CPC).

			También la ley habilita que un juez pueda practicar directamente diligencias en otro territorio jurisdiccional bajo ciertos supuestos. Esto acontece, a modo de ejemplo, con los juzgados civiles de la Región Metropolitana, que pueden practicar, en los asuntos sometidos a su conocimiento, actuaciones en cualquiera de las comunas que la integran (art. 43 inc. 2º COT).

			14.3. Los oficios

			Oficiar es comunicar, por escrito, algo referente a los asuntos que son objeto del juicio, para pedir el cumplimento de una resolución o solicitar el envío de algún antecedente o documento (art. 37 CPC).

			Esta forma de comunicación permite hacer cumplir de la forma más expedita lo ordenado en las resoluciones judiciales, por ejemplo, facilitando que un receptor sea auxiliado por Carabineros de Chile en la ejecución del embargo de bienes o en el “lanzamiento” en un juicio de arrendamiento, o bien para requerir a un órgano público o privado antecedentes probatorios que tenga en su poder, entre tantas otras posibilidades.

			15. Actos procesales y auxiliares de la administración de justicia

			La intervención de los denominados “auxiliares de la administración de justicia” se explica porque el funcionamiento del órgano jurisdiccional requiere contar con un auténtico “sistema”, esto es, un conjunto de órganos y personas que intervienen, en mayor o menor grado, en la actividad judicial. Como se podrá apreciar, la actuación de la jurisdicción contenciosa o voluntaria pone en marcha un complejo engranaje, en el que, mediante la asignación de cargos y funciones específicas se distribuye, gestiona y ejecutan los actos procesales que sirven para resolver un conflicto o para la intervención de los jueces en los actos de jurisdicción voluntaria que la ley les encomienda.

			Para lograr lo anterior la ley regula la intervención de una serie de sujetos y órganos que ejecutan varios actos procesales, según la competencia fijada por la ley64. La variedad de actuaciones de estos auxiliares se aprecia por el rol que cumplen en la ejecución de los actos procesales que presentamos en el siguiente esquema general:

			a)	Labores de control del buen comportamiento de jueces y demás funcionarios judiciales o de los auxiliares de administración de justicia. Cumplen estas funciones la Fiscalía Judicial y los relatores, al tener que comunicar los hechos que están vinculados a la actuación de la jurisdicción disciplinaria cuando se aprecia un mal comportamiento funcionario (arts. 350, 353, 354 y 373 inc. 1º COT);

			b)	Funciones de emisión de dictámenes para auxiliar a un juez o tribunal en la decisión de ciertas causas, como acontece con las funciones de la Fiscalía Judicial y los defensores públicos (arts. 355, 357, 358, 360, 361 366 y 369 COT);

			c)	Actos de representación de los derechos de ciertos sujetos en juicio, como es el caso de los defensores públicos y los procuradores del número (arts. 367, 368, 369 y 394 COT);

			d)	Funciones de fe pública dentro de un tribunal. Se trata de la ejecución de actos procesales relativos a la constitución de los poderes con que actúan los apoderados en juicios, la confección de instrumentos públicos y labores de registro y conservación de documentos. Estas funciones competen a los secretarios (arts. 379 y 380 COT) y a los administradores de tribunales con competencia criminal (arts. 389 A y B COT);

			e)	Funciones de fe pública fuera de un tribunal, como las que desempeñan los receptores judiciales practicando citaciones a personas que deben comparecer a una audiencia (arts. 390 a 393 COT);

			f)	Actos de colaboración para el funcionamiento de los tribunales colegiados, como los que corresponden a los relatores también y a los secretarios de Corte de Apelaciones compuestas de una sala (arts. 372 a 374 y 383 COT);

			g)	Funciones de conservación de ciertos registros y de otorgamiento de copia que se contienen en los mismos, como es el caso de los conservadores y los archiveros (arts. 446 al artículo 452, 453, 454, 455 y 456 COT);

			h)	Funciones de fe pública para la práctica de actuaciones de rendición de la prueba testimonial o absolución de posiciones, que les competen a los receptores (art. 390 COT);

			i)	Actos de fe pública notarial65. “Los notarios son ministros de fe pública encargados de autorizar y guardar en su archivo los instrumentos que ante ellos se otorgaren, de dar a las partes interesadas los testimonios que pudieren y de practicar las demás diligencias que la ley les encomiende” (art. 399 COT).

				Junto a la función que cumplen en la extensión de las escrituras públicas, los notarios también tienen la función de realizar las protocolizaciones. La “protocolización es el hecho de agregar al final del registro de un notario, a pedido de quien lo solicita” (art. 415 COT). Con esa actuación se permite dotar a los instrumentos privados de un valor o certeza de su existencia (art. 419 COT). La ley también otorga el valor de instrumentos públicos a ciertos documentos que han sido protocolizados (art. 420 COT).

				Por último, en relación con el tratamiento de los instrumentos privados, los notarios pueden “autorizar las firmas que se estampen en documentos privados, sea en su presencia o cuya autenticidad les conste” (arts. 410 N.º 10 y 425 COT).

			16. Los contratos procesales

			Dentro de la manifestación de la voluntad de las partes, también se debe prestar atención a la figura de los contratos procesales, que son los acuerdos en los que la voluntad de las partes produce determinados efectos procesales.

			La existencia de los contratos procesales en el ámbito del proceso civil no resulta desconocida, existiendo algunos ámbitos donde estos acuerdos son más propicios, como acontece en el arbitraje. Como se sabe, el arbitraje es una institución que tiene como fundamento la autonomía de la voluntad y permite que las partes puedan adoptar acuerdos relativos al procedimiento. Nuestro sistema arbitral reconoce amplia libertad para regular el contenido al procedimiento arbitral y poder dar contenido a diversos actos, como los de comunicación, de fe pública, de prueba, de impugnación, de renuncia a los recursos, por señalar los más recurrentes. En materia arbitral, esto se explica porque la regulación legal tiene el carácter de supletoria para la mayoría de los actos de procedimiento y se aplica a falta de acuerdo entre las partes.

			En el proceso civil, en general, los contratos procesales se explican por el avance que ha tenido la contractualización del proceso. Como lo señala Armenta, a través de esta técnica se logra gestionar el proceso y el litigio. Esto puede llevar a que se establezcan reglas diversas de las legales para la ejecución de diferentes actos procesales, que deben ser vistas como una manifestación de la autonomía de la voluntad66. Esta libertad permite alcanzar los objetivos que la doctrina asigna a los contratos procesales, los que, según Schumann, son adecuar la resolución de la controversia jurídica a su naturaleza, aumentar la cooperación entre las partes, aumentar la certeza en el resultado del pleito, reducir la litigación oportunista o abusiva, incentivar el cumplimiento contractual y crear valor económico67.

			La facilidad para convenir las reglas de procedimiento en el proceso civil dependerá de la mayor o menor aceptación de la flexibilidad como regla técnica, en virtud de la cual las partes y el juez pueden adecuar las formas de los actos procesales con prescindencia de las normas legales disponibles68.

			Como se anticipaba, mediante los contratos procesales existe la posibilidad de que las partes puedan crear, modificar o extinguir derechos procesales o sustanciales en el proceso.

			Sin perjuicio de que se trata de una materia que merece un mayor desarrollo, el ámbito de aplicación de los contratos procesales se puede presentar en el proceso civil con relación a los tres conceptos capitales: la acción, la jurisdicción, el proceso.

			Respecto de la acción, los contratos procesales se explican dentro de una de las proyecciones del principio dispositivo, en virtud de las cuales las partes pueden disponer sobre el objeto del proceso suscribiendo un equivalente jurisdiccional. Como se sabe, la expresión equivalente jurisdiccional alude a ciertos actos o contratos celebrados por las partes, judicial o extrajudicialmente, para poner término a un conflicto que versa sobre derechos disponibles, logrando el mismo efecto que si hubiese actuado la jurisdicción pronunciando una sentencia sobre el fondo con valor de cosa juzgada. En nuestro derecho son manifestaciones de esta realidad el contrato de transacción (art. 2446 CC), el avenimiento y la conciliación en todos los temas en que legalmente sea admisible el contrato de transacción (art. 262 CPC).

			En relación con el proceso y la actuación de la jurisdicción, la posibilidad de suscribir contratos procesales tiene como campo de actuación una serie de acuerdos a través de los cuales las partes pueden acordar legítimamente que el asunto controvertido sea conocido en un arbitraje o por un juez civil que naturalmente no era competente, en este último caso, mediante la prórroga de la competencia (arts. 181-187 COT).

			También son manifestaciones de esta realidad los contratos sobre fijación de hechos, en virtud de los cuales las partes regulan algunos elementos del acto procesal de prueba69. Estos acuerdos pueden referirse a uno o más hechos controvertidos que deberían ser objeto de prueba o que las partes puedan dar por acreditados, es decir, que se tengan por ciertos y existentes para todos los efectos procesales y sustantivos70. El contenido de estas convenciones probatorias facilita la posibilidad de acreditar en el proceso las alegaciones contenidas en las afirmaciones sobre los hechos, realizadas por las partes en los escritos de discusión71.

			Por último, también pueden ser objeto de contratos procesales los que versan sobre la renuncia o sobre el desistimiento de los recursos ordinarios o extraordinarios, salvo que ello se impida por una limitación de orden público.
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